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NEUQUEN, 20 de marzo de 2018  

Y VISTOS: 

En acuerdo estos autos caratulados: "RIOS VALERIO 

DANIEL C/ MAPFRE ART S.A. S/ ACCIDENTE DE TRABAJO CON ART.", 

(JNQLA1 EXP 472095/2012), venidos a esta Sala III integrada 

por los Dres. Fernando M. GHISINI y Marcelo J. MEDORI, con la 

presencia de la Secretaria actuante, Dra. Audelina TORREZ y, 

de acuerdo al orden de votación sorteado, el Da. Ghisini dijo: 

I.- La sentencia definitiva de primera instancia 

(fs. 217/223 y vta.) condena a la Aseguradora de Riesgos del 

Trabajo a abonar al actor, la suma de $26.136 en concepto de 

accidente de trabajo, art. 14 inc. 2 ap. “a” de la Ley N° 

24.557, modificado por el decreto 1694/09 –normativa aplicable 

al caso- con más los intereses desde la fecha del infortunio 

(6 de marzo de 2011) y hasta su efectivo pago, aplicando la 

tasa activa del BPN SA, y le impone las costas a la demandada 

vencida.  

Esa sentencia del 22/03/2017, considera que el 

actor padece una incapacidad laboral parcial, permanente y 

definitiva del 11,75% VTO. Toma el importe que resulta de la 

fórmula del art. 14 2.a) de la LRT (53 veces el valor mensual 

del ingreso base -$2.640,59- multiplicado por 65 dividido 39 

(1,66) y aplicado el 11,25% llega a la cifra de $26.136, monto 

que supera el cálculo que deriva de la aplicación del mínimo 

establecido por el decreto 1694/09 ($180.000 multiplicado por 

el porcentaje de incapacidad) vigente a la fecha del 

accidente. 

II.- El fallo es apelado y fundado por la parte 

actora, en la pieza procesal que corre agregada a fs. 229/239. 

A fs. 238 los abogados del actor apelan los 

honorarios que le fueran regulados por bajos. 

Agravios de la parte actora 

Cuestiona la sentencia porque el juez de grado no 

cuantificó la incapacidad psicológica determinada en un 10% -
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Reacción vivencial anormal fóbica grado I- por el profesional 

interviniente. 

Critica el razonamiento utilizado por el a quo 

para no admitir el resarcimiento por esta incapacidad, basado 

en que el mismo no ha sido objeto de la demanda. 

Cita jurisprudencia en apoyo de su postura. 

Considera que el carácter definitivo de la 

incapacidad que se indemniza ocurrió durante la sustanciación 

de la causa, por tanto la liquidación practicada en origen 

resulta errónea. 

Hace reserva del caso federal. 

Corrido el pertinente traslado del recurso, la 

parte demandada no lo contesta. 

III.- Ingresando al examen del planteo formulado 

por la parte actora, debo decir que le asiste razón cuando 

critica la omisión en que ha incurrido el juez de grado, al no 

incorporar el porcentual de incapacidad psicológica (10%) 

establecida por el perito interviniente en autos. 

En efecto, si bien es cierto que el demandante no 

individualizó concretamente cuál era la dolencia psíquica que 

le ocasionó el accidente de trabajo, en el objeto de la 

demanda dice que reclama indemnización por incapacidad 

psicofísica laboral parcial, permanente y definitiva contra la 

aseguradora por la suma de $93.302,71 y/o lo que en más o 

menos resulte de la prueba a producirse en autos, en especial 

la pericial médica legal, psicológica y contable, por lo que 

no comparto lo afirmado por el juez a quo respecto a que este 

tema no formó parte de la litis. 

A ello agrego que la demandada no objetó la 

producción de la prueba pericial psicológica, cuyo informe 

tampoco fue impugnado oportunamente. 

En el dictamen psicológico la experta sostuvo: 

“Según el Baremo Nacional de las Aseguradoras de Riesgos del 
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Trabajo estimando en un 10% el grado de incapacidad derivado 

de sus alteraciones psíquicas. RVAN Fóbica grado I”. 

Y, concluye: “Los daños ocasionados en el 

peritado dejaron una marca psíquica y un estado de ánimo 

desajustado. Se observan ciertos índices de depresión y una 

actitud aprensiva –fóbica-. En cuanto al tratamiento 

psicológico, su pronóstico dependerá de la apropiación, que 

pueda hacer de las herramientas que se le brinden” (v. fs. 

159/160). 

Así entonces, entiendo que el informe de fs. 

159/160 es convincente respecto del nexo causal entre el daño 

psíquico y el hecho dañoso. 

Si tenemos en cuenta que como consecuencia del 

accidente de trabajo ha sufrido mucha angustia porque 

considera que no se está visualizando su dolor y sufrimiento, 

ya que solo se le ha reconocido un 3,5% de discapacidad. Por 

lo que expresa: “Temo no poder seguir trabajando. A mí me 

gusta andar en bicicleta y hoy me da miedo hacer eso también, 

no me siento bien y tampoco seguro” (v. fs. 159 vta.) 

Y además que: “Este accidente me tiene a la 

espera todo el tiempo, deseando que alguien piense en lo que 

yo necesito, en cómo me siento con todo esto. Ya no sé en qué 

más creer”. 

Consecuentemente debe incluirse la lesión 

psicológica dentro del daño indemnizable, en el porcentaje 

fijado por el experto (10%). 

Lo dicho determina que debe procederse a un nuevo 

cálculo del capital de condena, elevando el porcentaje de 

incapacidad considerado por el a quo. 

De modo que, por aplicación del criterio de la 

capacidad restante contemplado en el Decreto N° 659/96, ya que 

el baremo demuestra que en caso de diferentes secuelas que 

generen distintas incapacidades derivadas de un mismo 
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accidente se deberá utilizar ese criterio de capacidad 

restante. 

Así, si la incapacidad física es del 7,5% y la 

psicológica del 10%; al 100% se le debe restar el 10%, lo que 

arroja un 90%, y de aquí se calcula el 7,5%, lo que da un 

6,75%. Sumadas ambas incapacidades (10% + 6,75%) se arriba al 

16,75% de minusvalía. 

Luego se adicionan los factores de ponderación 

fijados por el perito médico: tipo de actividad: 20% del 7,5% 

= 1,5%, recalificación: 10% (de 7,5%), 0,75% y factor edad: 

2%. Total: 4,25%, lo cual llega firme a esta Alzada. 

En consecuencia arribo a una incapacidad total 

del 21%. 

La cuantía indemnizatoria de la incapacidad 

conforme lo establece el art. 14 de la Ley de Riesgos del 

Trabajo, es de $39.807,40 ($2.154,57 x 53 x 1,66 y aplicado el 

21%).  

Ahora bien, siendo que el infortunio se produjo 

el 6 de marzo de 2011, se debe tomar el piso del Decreto N° 

1694/2009 ($180.000 x 21% = $37.800). Y por resultar la 

primera superior es la que se debe adoptar.  

En otro orden, si bien reiteradamente he 

sostenido la aplicación de la nueva legislación a las 

consecuencias de las relaciones jurídicas existentes, 

entendiendo por tales la determinación de la incapacidad 

definitiva, la doctrina sentada por la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación a partir del fallo dictado en autos 

“Recurso de hecho deducido por la demandada en la causa 

Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ accidente -ley 

especial” (sentencia de fecha 7 de junio de 2016), tal como lo 

destacara el a quo, me obliga a rever mi postura. 

En el fallo referido, la Corte ha dicho que “En 

síntesis, la ley 26.773 dispuso el reajuste mediante el índice 

RIPTE de los importes a los que aludían los arts. 1°, 3° y 4° 
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del decreto n° 1694/09 exclusivamente con el fin de que esas 

prestaciones de sumas fijas y pisos mínimos reajustados se 

aplicaran a las contingencias futuras; más precisamente, a los 

accidentes que ocurrieran y a las enfermedades que se 

manifestaran con posterioridad a la publicación del nuevo 

régimen legal. El texto del art. 17.5...no dejó margen alguno 

para otra interpretación...Que la precisa regla que emana de 

este último precepto legal no puede dejarse de lado...mediante 

la dogmática invocación de supuestas razones de justicia y 

equidad...Que si bien el a quo no aclaró en qué medida podría 

incidir el decreto 1694/09 en la solución del presente caso, 

huelga decir que a la luz de las consideraciones 

precedentemente efectuadas la pretensión de aplicarlo también 

comportaría un indebido apartamiento de la clara norma del 

art. 16 de dicho decreto”. 

Es cierto que la aplicación del Decreto 

N°1.694/2009 y de la Ley 26.773 a accidentes o enfermedades 

profesionales cuya primera manifestación invalidante se 

produjo antes de su publicación en el Boletín Oficial la he 

habilitado a través de la declaración de inconstitucionalidad 

de su art. 16, en el caso del primero, y de su art. 17 inc. 5, 

para la segunda, y no solamente invocando razones de justicia 

y equidad, supuesto este último al que refiere el fallo citado 

de la Corte Nacional; pero, de todos modos los argumentos que 

desarrolla el máximo Tribunal Federal, en especial cuando 

explica el por qué no puede acudirse a los precedentes 

“Calderón”, “Arcuri Rojas” y “Camusso”, son contrarios a los 

esgrimidos por el suscripto para determinar la 

inconstitucionalidad del precepto legal que delimita la 

aplicación de la ley en el tiempo, por lo que insistir con mi 

criterio resultaría un desgaste jurisdiccional inútil, reñido 

con los principios de economía y celeridad procesales, amén de 

una falta de respeto al valor moral que entrañan las 
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decisiones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que 

obliga al acatamiento por parte de los tribunales inferiores. 

De lo dicho se sigue que, sin perjuicio de mi 

opinión personal y en virtud del precedente citado, teniendo 

en cuenta que al momento del accidente (6/3/2011) no se 

encontraba vigente la Ley 26.773, ésta norma no rige para el 

caso de autos (art. 17 inc. 5, de la Ley 26.773). 

Y, es correcto lo realizado por el tribunal a quo 

al seguir la legislación vigente (Decreto N° 1694/2009) al 

momento del accidente, pues es el criterio unánime de las tres 

Salas de esta Cámara de Apelaciones, de modo que el planteo 

del recurrente sobre esta aspecto, deberá ser rechazado. 

Por lo dicho, los restantes planteos del quejoso, 

devienen abstractos.  

Por tanto, la demanda prospera por la suma total 

de $39.807,40 con más los intereses que fueran determinados en 

la anterior instancia. 

En consecuencia, propongo al Acuerdo hacer lugar 

parcialmente al recurso de apelación de la parte actora. Las 

costas por la actuación en la presente instancia, teniendo en 

cuenta el cambio de criterio, a raíz de un fallo novedoso de 

la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y que no hubo 

réplica de la contraria, se imponen en el orden causado (art. 

68, 2da. parte, CPCyC). 

Los honorarios de la anterior instancia se 

mantendrán por adecuarse al nuevo pronunciamiento. Ello así, 

el tratamiento del recurso arancelario deviene abstracto. 

Los estipendios de Alzada se determinarán de 

conformidad al art. 15 LA. 

TAL MI VOTO. 

El Dr. MEDORI dijo: 

Compartiendo los fundamentos vertidos en el voto 

que antecede, adhiero al mismo. 

Por ello, esta Sala III 
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RESUELVE: 

1.- Hacer lugar parcialmente al recurso de 

apelación de la parte actora y, en consecuencia, modificar el 

fallo de primera instancia incrementando el capital de 

condena, el que se fija en la suma de $39.807,40. 

2.- Declarar abstracto el recurso arancelario. 

3.- Imponer las costas por la actuación en la 

presente instancia en el orden causado, teniendo en cuenta el 

cambio de criterio, consecuencia de un fallo novedoso de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación y que la contraria no 

ha dado respuesta al recurso (art. 68, 2da. parte, CPCyC). 

4.- Regular los honorarios de los letrados 

intervinientes, en el 30% de lo que se establezca en la 

instancia de grado a los que actuaron en igual carácter (art. 

15 LA). 

5.- Regístrese, notifíquese electrónicamente y, 

en su oportunidad, vuelvan los autos a origen. 

Dr. Fernando Marcelo Ghisini - Dr. Marcelo Juan Medori 
Dra. Audelina Torrez - SECRETARIA 


